
15592/2025 ALEJANDRO TELLEZ GÓMEZ, ACTUARIO DEL 
INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES EN EL ESTADO DE JALISCO 
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 
CON ANEXO 

15593/2025 DIRECCIÓN GENERAL JURÍDICA DE LA 
· CONTRALORÍA DEL ESTADO DE JALISCO 

(AUTORIDAD RESPONSABLE) 
CON ANEXO 

ECRETARIA DE ACUERDOS DE PONENCIA DEL 
INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN 
PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES EN EL ESTADO DE JALISCO, 
PAULINA JACQUELINE DÍAZ SANTIAGO 

RESPONSABLE) 

15590/2025 SECRETARIA EJECUTIVA DEL INSTITUTO DE 
TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN EL 
ESTADO DE JALISCO, JAZMÍN ELIZABETH ORTIZ 
MONTES (AUTORIDAD RESPONSABLE} 
CON ANEXO 

15589/2025 COMISIONADO CIUDADANO DEL INSTITUTO DE 
TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN .EL 
ESTADO DE JALISCO, OLGA NAVARRO 
BENAVIDES (AUTORIDAD RESPONSABLE) 
CON ANEXO 

15588/2025 COMISIONADO CIUDADANO DEL INSTITUTO DE 
TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN EL 
ESTADO DE JALISCO, SALVADOR ROMERO 
ESPINOZA (AUTORIDAD RESPONSABLE) 
CON ANEXO 

15586/2025 PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES EN EL ESTADO DE 
JALISCO (AUTORIDAD RESPONSABLE) 
CON ANEXO 

15587/2025 COMISIONADO CIUDADANO DEL INSTITUTO DE 
TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN EL 
ESTADO DE JALISCO, PEDRO ANTONIO ROSAS 
HERNÁNDEZ (AUTORIDAD RESPONSABLE) 
CON ANEXO 

1 OFICIO 1 AUTORIDADES RESPONSABLES 

006905 
"2025, Año de fa Mujer Indígena" 

FORMAB-1 

O:• 
tf> . 
e::.;· .,..._ 

PODER JUDIOAL DE LA FEDERAOÓN 



Se precisa que en la sentencia se estableció que para restituir a la 
parte quejosa en el pleno goce de sus derechos fundamentales vulnerados, 
la autoridad responsable Pleno del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de 
Jalisco, deberá: 

Por fo tanto, con fundamento en el artículo 58 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, 108, fracción IV y 1.14, 
fracción IV de Ja Ley de Amparo, se ordena Ja regularización del mismo y, 
de conformidad con el numeral 192 de la Ley de Amparo, requiérase a Ja 
autoridad responsable para que, de conformidad a /os lineamientos 
expuestos, en el término de tres días, contados a partir de que surta 
efectos la nouñcecion, informe sobre el cumplimiento dado a Ja presente 
ejecutoria de amparo; para lo cual remítase copia de dicha determinación. 

Visto el estado procesal, específicamente del auto de once de abril de 
dos mil veinticinco, se advierte que se decretó que causó ejecutoria la 
sentencie dictada el veinticinco de noviembre de dos mi! veinticuatro; 
ordenando el archivo definitivo del expediente; no obstante fo anterior, del 
contenido de dicha sentencia, se desprende que se resolvió: 

Estado de autos 

"Zapopan, Jalisco, nueve de .mayo de dos mil veinticinco. 

en el juicio de amparo 
por INJ -Er rMn,rnoo 1 1 

auto. que se transcribe a 

Hago de su conocimiento que 
indirecto 426/2024-4. promovido 

IN2-Er.rMTNADO 1, se dictó el 
continuación: 

15594/2025 TITULAR DEL PADRÓN DE SANCIONES Y 
MEDIDAS DE APREMIO DEL INSTITUTO DE 
TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y 
PREOTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL 
ESTADO, DE JALISCO (AUTORIDAD 
RESPONSABLE) 
CON ANEXO 



1 Resulta aplicable la jurisprudencia de la Décima Época, registró: 2007918, instancia: Pleno. 
Pubficada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 12, Noviembre de 
2014, Tomo l =Ó, Materia(s): Común. Tesis: P./J. 5412014 (10a.). Página: 19. 
"PROCEDIMIENTO DE CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS DE 
AMPARO INDIRECTO. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley de 
Amparo, el procedimiento de ejecución del fallo protector inicia una vez que la sentencia ha 
causado ejecutoria, y el órgano jurisdiccional ha ordenado su notificación a las partes, lo 
cual debe ser de manera inmediata. El plato de tres días que de manera general prevé la 
ley para que se cumplan la sentencias de amparo tiene tres excepciones: 1) se puede 
empiier por el juzgador de amparo en el propio auto de requerimiento a la autoridad 
responsable, de manera razonable y determinada, tomando en cuenta la complejidad o 
diñcúttedae! cumpfimiento de la ejecutoria; 2) si la sentencia no se ha cumplido en el plazo 
referido, se puede ampliar por una sola vez, si la autoridad demuestra que la ejecutoria se 
encuentra en vías de cumplimiento o justifica la causa del retraso; y, 3) se puede reducir el 
plazo de tres días cuando se trate de casos urgentes y de notorio perjuicio para el quejoso. 
En el mismo auto en que se ordena la notificación, se requerirá a la autoridad responsable 
para que cumpla con la ejecutoría dentro del plazo de tres días, apercibida que de no 
hacerlo así, sin causa justificada, se impondrá a su titular una multa, la cual de conformidad 
con lo previsto en los artículos 238 y 258 de la Ley de Amparo será de cien a mil días de 
salario minimo general vigente en el Distrito Federal; además, en el propio acuerdo, si la 
responsable o diversa autoridad vinculada cuenta con superior jerárquico, se deberá requerir 
a éste para que ordene a aquélla cumplir con la ejecutoria, bajo el apercibimiento que de no 
demostrar que dio la orden para que se cumpliera con la sentencia de amparo, se le 
impondrá a su titular una multa, además de que incurrirá en las mismas responsabilidades 
de la autoridad responsable o vinculada. Si ha transcurrido el término concedido para el 
cumplimiento, el Juez de amparo deberá multar a las autoridades en los términos indicados 
en la Ley de Amparo, y esperar un plazo razonable para que la autoridad cumpla con la 
sentencia de amparo antes de iniciar el procedimiento de ejecución ante el Tribunal 
Colegiado de Circuito. Una vez que el juzgador haya determinado el incump/ímíento, deberá 
enviar los autos· al Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente a fin de que continúe con 
el procedimiento previsto en la Ley de Amparo. Recibidos los autos en el Tribuna{ Colegiado 
de Circuito, su Presidente notificará a las partes la radicación del incidente de inejecución de 
sentencia; se revisará el trámite del Juez y, finalmente, se dictará la resolución que 
corresponda. Sí el procedimiento de ejecución se llevó a cabo de manera incorrecta, el 
Tribunal Colegiado de Circuito deberá devolver los autos al Juez para que reponga el 
procedimiento de ejecución. Ello puede obedecer a diversas circunstancias, como la relativa 
a que no hubiere sido debidamente notificada la autoridad responsable o su superior 
jerárquico. Cuando la ejecutoría de amparo. no sea clara, el Tribunal Cofegiado de Circuito 
podrá ordenar, de oficio o a petición de parte, la apertura de un incidente para que el órgano 
de amparo que conoció del juicio precise, defina o concrete la forma o términos de su 
cumplimiento. Si el procedimiento de ejecución se llevó a cabo de manera correcta y reitera 
que existe incumplimiento, el órgano colegiado remitirá los autos a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con un proyecto de separación del cargo de los titulares de las 
autoridades responsables o vinculadas y, en su caso, de sus superiores jerárquicos, lo que 
se les notificará. Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 196 de la Ley 
de Amparo, cuando la autoridad responsable o vinculada remita informe al órgano judicial 
que conoció de la primera instancia de amparo, relativo a que ya se cumplió la ejecutoria, 
éste deberá dar vista al quejoso y, en su caso, al tercero interesado para que manifiesten lo 
que a su derecho convenga. En esta etapa se podrá alegar exceso o defecto en el 
cumplimiento. Una vez que hubiere transcurrido el plazo, con desahogo de la vista o sin ella, 
el referido órgano jurisdiccional de amparo deberá dictar resolución en la que declare si la 
sentencia se encuentra o no cumplida, si la autoridad responsable incurrió en exceso o 
defecto, o sí existe imposibilidad para cumplirla. Lo anterior sin perjuicio de que, en su caso, 
en el momento procesal oportuno, se valore la justificacrón del cumplimiento extemporáneo 
de fa sentencie de amparan. 

A lo acordado 

Apercibida que de no cumplir con lo anterior o manifestar el 
impedimento legal que para ello tenga, se le impondrá una multa de 
cincuenta unidades de medida y actualización, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 192, segundo párrafo, y 259 en relación con el 237 
fracción I de la Ley de Amparo, en el entendido que su omisión traerá como 
consecuencia el inicio del procedimiento previsto en el artículo 193 de la 
Ley de Amparo 1. 

• Dejar insubsistente la amonestación pública impuesta 
en la determinación de veinticuatro de abril de dos mil 
veinticuatro, en la que se calificó el incumplimiento de la 
resolución final dictada en el recurso de revisión 645112023. 
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! 
Atentamente / 

nueve de mayo , 1e dos mil veinticinco. 
... J j ; ¡/ 

Lo proveyó Luis Alberto Márqu~ ~za, Juez Séptimo de Distrito 
en Materia Civil en el Estado de Jetisco; enk njunto con Juan Carlos 
Reyes González, secretario que al}foriza,i y da fe." Dos firmas 
electrónicas con evidencia criptográfica. 

Notífíquese como legalmente cor, esponda. 

Asimismo, respecto del usuario electlónico, do cilio procesal y 
delegados que señala, no se realiza mayor ronuncíami nto toda vez que 
en el auto de admisión se proveyó al respe o. 

En ese contexto, se tiene por recibido el escrito de cuenta, mediante 
el cual, la parte quejosa solicita que se requiera a Ja autoridad responsable 
por el cumplimiento a la ejecutoria de amparo; por lo cual, infórmese que 
deberá estarse a lo acordado en líneas precedentes, en donde se proveyó 
lo conducente. 



Realizada con el programa TEST DATA, Generador de Versiones Públicas, desarrollado por el Gobierno Municipal de 
Guadalajara y con la colaboración del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Estado de Jalisco. 

* "LTAIPEJM: Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 
LPDPPSOEJM: Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados en el Estado de Jalisco y sus 
Municipios. 
LGPPICR: Lineamientos Genenerales para la Protección de la Información Confidencial y Reservada que deberán observar 
los sujetos obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus 
Municipios." 

2.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

1.- ELIMINADO el nombre de un particular, 1 renglón por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 
fracción 11 inciso "a" y 21.1 fracción 1 de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento 
Quincuagésimo Octavo fracción 1 de los LGPPICR. 

FUNDAMENTO LEGAL 
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Juicio de amparo indirecto 426/2024-4
Antes J.A. 953/2024-4 

Juicio de amparo: 426/2024-4.

Quejoso: ****** ** ************* * 
****** * ** *********** *** ********* 
******* *************** ********* ** 
***** ********

Autoridades responsables: Pleno del 
Instituto de Transparencia, Información 
Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco y 
otras.

Actos reclamados: La resolución de 
veinticuatro de febrero de dos mil 
veinticuatro, por la que se calificó el 
incumplimiento de la resolución 
definitiva dictada en el recurso de 
revisión ********* y otros.

S E N T E N C I A

ANTECEDENTES

1. Presentación de la demanda de amparo.  **** **** ** 
** **** ****** y *** ******** ********* ******* , en 

representación de la  ****** ** ************* * ****** * ** 

*********** *** ********* ******* **************** 

presentaron demanda de amparo el nueve de mayo de dos mil 

veinticuatro en la Oficina de Correspondencia Común de los 

Juzgados de Distrito de Materias Administrativa, Civil y de Trabajo 

en el Estado de Jalisco.

2. Admisión de la demanda. El catorce de mayo de dos mil 

veinticuatro, este Juzgado de Distrito1 recibió la demanda de 

amparo; no obstante, se previno a los promoventes para que 

acreditaran la personería que ostentaban.

El veinticuatro de mayo de dos mil veinticuatro, se recibió el 

cumplimiento de la prevención y se admitió a trámite la demanda; 

por ende, solicitó informe justificado a las autoridades 

1 En su anterior denominación previo a la entrada en vigor del Acuerdo General 9/2024 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal.
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responsables, se señaló fecha para la celebración de la audiencia 

constitucional y se dio la intervención legal al agente del Ministerio 

Público de la Federación adscrito.    

3. Celebración de la audiencia constitucional. El veintidós 

de julio de dos mil veinticuatro se celebró la audiencia 

constitucional.

CONSIDERACIONES

Primera. Competencia para resolver el juicio de amparo. 

Este juzgado de Distrito es competente para resolver el presente 

asunto en términos de lo establecido en los artículos 103, fracción 

I, y 107, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 33, fracción IV, 35 y 37 de la Ley de Amparo, 

57 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y los 

Acuerdos Generales 3/2013 y 9/2024 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal. 

Con relación al último de los acuerdos generales en cita2, se 

hace del conocimiento a las partes que el uno de septiembre de 

dos mil veinticuatro el Juzgado Decimonoveno de Distrito en 

Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 

concluyó sus funciones y cambió su denominación y competencia 

para iniciar el día dos del mismo mes y año como Juzgado 

Séptimo de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco; 

asimismo, que de conformidad con el artículo 2 de dicho acuerdo 

este órgano federal en su nueva denominación y competencia 

deberá continuar con el conocimiento de los asuntos que tenía 

pendientes de resolución hasta su conclusión y archivo definitivo 

2 Acuerdo General 9/2024 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al cambio de 
denominación de los Juzgados Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Decimonoveno 
de Distrito de las Materias Administrativa, Civil y de Trabajo y Juzgado Tercero de Distrito de Amparo 
en Materia Penal todos en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan, e inicio de funciones 
como Juzgados Primero, Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo y Octavo de Distrito en 
Materia Civil en el mismo Estado y residencia, respectivamente; así como su competencia, 
jurisdicción territorial, domicilio, reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos; así 
como la creación e inicio de funciones de la oficina de correspondencia común de los Juzgados 
de Distrito de Materia Civil en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan.
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Antes J.A. 953/2024-4 

[como es el caso], para lo cual conservará su competencia 

originaria.

Segunda. Fijación de los actos reclamados. La parte 

quejosa reclama lo siguiente:

Autoridad (es) Acto (s) reclamado (s)
Pleno del Instituto de 
Transparencia, 
Información Pública y 
Protección de Datos 
Personales del Estado de 
Jalisco.

Comisionados, secretaria 
ejecutiva, secretaria de 
acuerdos y actuario, 
todos del Instituto de 
Transparencia, 
Información Pública y 
Protección de Datos 
Personales del Estado de 
Jalisco.

• La notificación de la resolución 
final de veintiocho de febrero de 
dos mil veinticuatro, dictada 
dentro del recurso de revisión 
*********.

• El acuerdo de dos de abril de 
dos mil veinticuatro, en el que 
se certificó que feneció el 
término otorgado a la quejosa 
para cumplir con la resolución 
final del recurso de revisión 
*********.

• La falta de notificación del 
acuerdo de dos de abril de dos 
mil veinticuatro.

• La determinación de veinticuatro 
de abril de dos mil veinticuatro, 
por la que se calificó el 
incumplimiento de la resolución 
final dictada en el recurso de 
revisión  *********; incluyendo 
la amonestación pública 
impuesta dentro de esa 
actuación.

• La notificación de la 
determinación reclamada de 
veinticuatro de abril de dos mil 
veinticuatro.

Pleno del Instituto de 
Transparencia, 
Información Pública y 
Protección de Datos 
Personales del Estado de 
Jalisco.

Dirección General 
Jurídica de la Contraloría 
del Estado de Jalisco, 

• La ejecución de la 
amonestación impuesta el 
veinticuatro de abril de dos mil 
veinticuatro, en el recurso de 
revisión *********.
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Encargada del Sistema de 
Servidores Públicos y 
Particulares sancionados.

Titular del Padrón de 
Sanciones y Medidas de 
Apremio del Instituto de 
Transparencia, 
Información Pública y 
Protección de Datos 
Personales del Estado de 
Jalisco. 

Tercera. Sobreseimiento por inexistencia del acto 
reclamado. No son ciertos los actos reclamados a la Dirección 
General Jurídica de la Contraloría del Estado de Jalisco, 
Encargada del Sistema de Servidores Públicos y Particulares 
sancionados, puesto que al rendir su informe justificado3 negó 

haber registrado la amonestación reclamada y la quejosa no 

desvirtuó esa negativa comedio de prueba alguno. 

Por tanto, con fundamento en la fracción IV del artículo 63 de 

la Ley de Amparo, que dispone lo siguiente:

Se sobresee en el presente juicio por lo que respecta a los 

actos y autoridades aquí referidas, de conformidad con la fracción 

IV del artículo 63 de la Ley de Amparo.4

3 Promoción registrada con folio 11936.

4 Véase la tesis con registro digital 2003971, del Segundo Tribunal Colegiado en materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, de contenido siguiente: “DERECHO DE PETICIÓN. SI EL 
ACTO RECLAMADO EN EL AMPARO LO CONSTITUYE LA NEGATIVA DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE A RECIBIR EL ESCRITO RELATIVO, CORRESPONDE AL QUEJOSO ACREDITAR 
QUE SE CONSTITUYÓ ANTE ÉSTA. Los elementos del denominado derecho de petición son: 1) Debe 
formularse de manera pacífica y respetuosa; 2) Ser dirigida a una autoridad y recabarse la constancia 
de que fue entregada, y 3) El peticionario ha de proporcionar el domicilio para recibir la respuesta. En 
ese sentido, si el acto reclamado en el amparo lo constituye la negativa de la autoridad responsable a 
recibir el escrito que contiene la petición relativa, corresponde al quejoso acreditar que se constituyó 
ante ésta, en virtud de que para la existencia de la conducta negativa se requiere, necesaria y 
previamente, la solicitud del particular.”

“Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede 
cuando:
[…]
IV. De las constancias de autos apareciere claramente 
demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se 
probare su existencia en la audiencia constitucional; y”
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Cuarta. Existencia de los actos reclamados. Son ciertos 

los actos reclamados a las autoridades pertenecientes al Instituto 
de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco; puesto que, con 

independencia de que, al rendir el informe justificado, su 

representante los haya negado o aceptado, su existencia se 

desprende de las constancias certificadas del recurso de revisión 

********* que exhibió en este juicio, a las que se otorga pleno 

valor probatorio, de conformidad con los artículos 129, 197 y 202 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, supletorio de la Ley 

de Amparo.

Quinta. Causales de improcedencia. Las partes no hicieron 

valer causas de improcedencia, ni se advierte de oficio la 

actualización de alguna, en términos del artículo 64 de la Ley de 

Amparo.

Sexta. Estudio de fondo.  Previo a emprender el análisis de 

los conceptos de violación, conviene realizar la siguiente narración 

de hechos del asunto:

1. El seis de noviembre de dos mil veintitrés, se presentó ante 

la Plataforma Nacional de Transparencia, el recurso de 

revisión registrado con el expediente *********, relativo a 

la solicitud con folio  ***************  sobre “La 

información en versión pública de las declaraciones 

patrimoniales del servidor público **** ***** ****** 

*******, DE POR LO MENOS LOS ULTIMOS 6 AÑOS 

A LA FECHA”, requerida previamente al sujeto obligado 

Servicios de Salud Jalisco.

2. El trece de noviembre de dos mil veintitrés, el Instituto 

responsable admitió el recurso de revisión y requirió al 

sujeto obligado su informe correspondiente, el cual fue 

presentado el catorce de noviembre siguiente.
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3. El veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, el Pleno del 

Instituto de Transparencia, Información Pública y 

Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco dictó 

resolución definitiva en el recurso de revisión  *********; 

en esta determinación, se modificó la respuesta inicial 

otorgada por el sujeto obligado y requirió al titular de la 

Unidad de Transparencia de Servicios de Salud Jalisco, 

para que en el término de diez días hábiles emitiera una 

nueva determinación y pusiera a disposición del recurrente 

la información solicitada o declarara su inexistencia, bajo 

apercibimiento de proceder a aplicar las medidas de 

apremio a que se refiere el artículo 103 de la Ley que rige 

al Instituto responsable y el artículo 69 de su Reglamento.

4. Esta resolución fue notificada a la quejosa el uno de marzo 

de dos mil veinticuatro, mediante la Plataforma Nacional de 

Transparencia.

5. El dos de abril de dos mil veinticuatro, la Comisionada 

Presidenta, en conjunto con la Secretaria de Acuerdos del 

Instituto responsable, dio cuenta al Pleno con el hecho de 

que había fenecido el término otorgado al sujeto obligado, 

sin que éste hubiere cumplido con el requerimiento de 

veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro.

6. Atento a lo anterior, el veinticuatro de abril de dos mil 

veinticuatro, el Pleno del Instituto emitió la primera 

determinación de cumplimiento o incumplimieno de la 

resolución final del recurso de revisión de origen y concluyó 

que la misma no había sido cumplida; por ende, el Pleno 

del Instituto impuso a  *** ******** ********* ******* , 

titular de la  ****** ** ************* * ****** * ** 

*********** *** ********* 
******* *************** ********* ** ***** *******, una amonestación pública, que 

debería ser impresa y glosada a su expediente laboral.
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7. Esta última actuación fue notificada a la parte quejosa el 

veintiséis de abril de dos mil veinticuatro, mediante la 

Plataforma Nacional de Transparencia.

La quejosa sostuvo los actos reclamados vulneran sus 

derechos contenidos, entre otros, en el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Para explicar lo anterior, expresó los conceptos de violación 

contenidos en su escrito de demanda, cuya literalidad se tiene por 

reproducida en este apartado, por no ser necesaria su 

transcripción; además, porque los principios de congruencia y 

exhaustividad inherentes a toda resolución judicial, se satisfacen 

cuando el juzgador estudia y da respuesta al problema de 

constitucionalidad sometido a su decisión y no cuando hace meras 

transcripciones.5

En primer término, la parte quejosa alegó esencialmente que 

los actos reclamados se encuentran viciados, en virtud de que las 

notificaciones respectivas no fueron practicadas conforme a 

derecho. En concreto porque, desde su óptica, las notificaciones 

debieron realizarse directamente a través de correos electrónicos 

remitidos a las cuentas udtsalud@jalisco.gob.mx y 

notificacionesut.ssj@jalisco.gob.mx, de conformidad la fracción XI 

e inciso d) de la fracción XII del artículo 37 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Jalisco, la fracción II del artículo 87 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Jalisco así como el punto primero del Acuerdo General del Pleno 

del Instituto responsable AGP-ITEI/038/2017.

En ese sentido, afirmó concretamente que, al no haber sido 

debidamente notificada la resolución definitiva del recurso de 

5 Véase la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, cuyo rubro establece: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN 
LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”.

M
A

R
T

H
A

 Y
O

L
A

N
D

A
 V

A
L

D
E

S C
A

ST
R

O
706a6620636a663200000000000000000000e7c4
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

mailto:udtsalud@jalisco.gob.mx
mailto:notificacionesut.ssj@jalisco.gob.mx


revisión, no había condición de eficacia para calificar su 

incumplimiento y, por ende, para imponer la sanción de 

amonestación pública.

Lo anterior deviene infundado.

Cierto, de conformidad con el primer punto de acuerdo del 

AGP-ITEI/038/20176, expedido el dos de agosto de dos mil 

diecisiete por el Pleno del Instituto de Transparencia, Información 

Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, 

en los procedimientos sustanciados ante ese Instituto, debe 

privilegiarse que las notificaciones respectivas se realicen por 

correo electrónico, tanto a los sujetos obligados como a los 

solicitantes y recurrentes, en atención a los principios de 

expeditez, sencillez, celeridad, austeridad, racionalidad y eficiencia 

en el uso de recursos públicos. Esto, de acuerdo con los 

lineamientos generales para la notificación por correo electrónico, 

expedida por el propio Instituto, con fundamento en el inciso d) de 

la fracción XII del artículo 37 de la Ley de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública del Estado de Jalisco.

Así como que, de acuerdo con la fracción II del artículo 87 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco, las notificaciones  que  deban  

practicar  el   Instituto  y  los  sujetos obligados podrán realizarse 

por correo electrónico,  a solicitantes,  y sujetos obligados  

recurrentes  cuando hayan designado dirección de correo 

electrónico y las solicitudes, recursos o procedimientos.

No obstante, debe ponerse de relieve que el propio 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco, publicado el diez de marzo de dos 

mil veintidós, en su artículo 87 en lo que interesa establece que:

6https://transparencia.info.jalisco.gob.mx/sites/default/files//acuerdo_notificaciones_02_
agosto_2017.pdf
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 Las notificaciones  que  deban  practicar  el   Instituto  y  los  

sujetos obligados se deberán realizar a través de la 
Plataforma Nacional a solicitantes, recurrentes y sujetos 
obligados cuando  las  solicitudes,  recursos  o 

procedimientos  que  se estén  substanciando hayan 
iniciado alguna de estas vías –Plataforma Nacional de 

Transparencia-.

 Mientras que, las notificaciones  que  deban  practicar  el   

Instituto  y  los  sujetos obligados se deberán realizar por 
correo electrónico,  a solicitantes, recurrentes y sujetos 
obligados, cuando hayan designado dirección de correo 

electrónico en las solicitudes, recursos o procedimientos 

que se estén substanciando y hayan iniciado por una 
vía diversa a la Plataforma Nacional.

Luego, en este caso, pese a que al rendir el informe de ley en 

el recurso de revisión *********, Servicios de Salud Jalisco haya 

señalado la dirección de correo udtsalud@jalisco.gob.mx para 

recibir notificaciones; lo cierto es que, como se desprende del 

formato de acuse de recibo de admisión del recurso en cuestión, 

este fue tramitado a través de la Plataforma Nacional de 

Transparencia.

Por tanto, en consonancia con las fracciones I y II del  

artículo 87 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Jalisco, en el caso, lo 
conducente era realizar las notificaciones al sujeto obligado, 
aquí quejoso, mediante la Plataforma Nacional de 
Transparencia, como lo hicieron las autoridades responsables; 

con independencia de que se hubiese o no proporcionado correo 

electrónico para recibir notificaciones, pues el recurso de que se 
trata no se sustanció por una vía diversa a la Plataforma 
Nacional.

Es importante destacar que la notificación de la resolución 

final de veintiocho de febrero de dos mil veinticuatro, el acuerdo de 

M
A

R
T

H
A

 Y
O

L
A

N
D

A
 V

A
L

D
E

S C
A

ST
R

O
706a6620636a663200000000000000000000e7c4
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

mailto:udtsalud@jalisco.gob.mx


dos de abril de dos mil veinticuatro y su notificación, así como la 

notificación de la determinación de veinticuatro de abril de dos mil 

veinticuatro, dictadas en el recurso de revisión *********, fueron 

todas combatidas fundamentalmente bajo los argumentos antes 

precisados. 

En ese contexto, al haber resultado infundadas las 

alegaciones antes abordadas, este Juzgado Federal determina 
no conceder el amparo y la protección solicitada frente a 
dichos actos.

En otro aspecto, se aprecia que dentro de sus conceptos de 

violación, la parte quejosa también alegó la inconstitucionalidad de 

forma particular la amonestación pública impuesta a  *** 

******** ********* ******* , como titular de la Unidad de 

Transparencia y Acceso a la Información de Servicios de Salud 

Jalisco; y que, con relación a esta, dijo que no fue debidamente 

fundada y motivada, en tanto que no se justificó la razonabilidad 

de su imposición.

Lo anterior es fundado y suficiente para conceder el amparo y 

protección de la Justicia Federal solicitada, por lo que respecta a 

dicha sanción.

De conformidad con el artículo 16 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, todo acto de autoridad debe 

estar debidamente fundado y motivado.

Por fundamentación, se entiende el deber que tiene la 

autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos 

legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que 

pretenda imponer el acto de autoridad, presupuesto que tiene su 

origen en el principio de legalidad, que en su aspecto imperativo 

consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley le 

permite; mientras que la exigencia de motivación se traduce en 
la expresión de las razones por las cuales la autoridad 
considera que los hechos en que basa su proceder se 
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encuentran probados y son precisamente los previstos en la 
disposición legal que afirma aplicar. 7

Esos presupuestos deben coexistir, pues no es posible citar 

disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se 

trate, ni exponer razones sobre hechos que carezcan de 

relevancia para dichas disposiciones.

Ahora, el objetivo del derecho administrativo sancionador –al 

que se encuentra sujeto el ejercicio de facultades de las 

autoridades como en el caso que nos ocupa- es satisfacer, de la 

mejor manera, los intereses generales, incluyendo como objetivo 

fundamental, obtener la regularidad en la conducta, de acuerdo 

con la normativa que protege y fomenta determinados bienes 

públicos, para alcanzar los fines que establece como situaciones 

deseables.

Lo anterior, dentro de un margen donde concurren facultades 

regladas y de arbitrio, sujetas al principio de proporcionalidad, lo 

que determina que las sanciones deben ser adecuadas, 

necesarias y proporcionales al propósito perseguido, a la 

importancia de los valores involucrados y a la repercusión de la 

conducta que pretende normarse.

En ese contexto, como un factor esencial para acatar la 

obligación que recae sobre la autoridad, de fundar y motivar sus 

decisiones, debe explicitar el parámetro de las sanciones, 

conforme al cual habrán de imponerse.

Así, la autoridad goza de un margen de discrecionalidad 

para fijar las sanciones entre los límites previstos en la norma, lo 
que no supone un actuar arbitrario, sino que debe ser una 
decisión suficientemente justificada, con arreglo a parámetros 

7 Véase la jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro y texto siguientes: “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la 
Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y 
motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable 
al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, 
razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del 
acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.”
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claros y que pondere las circunstancias concurrentes, para 

encontrar el punto de equilibrio entre los hechos imputados como 

faltas, la responsabilidad exigida y propósitos disuasorios.

Consecuentemente, cuando la norma habilitante en derecho 

administrativo sancionador da pauta para amplias elecciones del 

operador, aunado a la presunción de legalidad de los actos 

administrativos y a la aplicación del principio aludido, exige una 
completa, adecuada y precisa motivación que razonablemente 
de cuenta del arbitrio ejercido.

Lo anterior, sin caer en una exigencia irrazonable o excesiva 

hacia la autoridad de motivar, más allá de lo indispensable, para 

permitir cuestionamientos básicos y no exagerados, sino 
pertinentes al caso concreto, señalando el porqué de la 
sanción impuesta, tomando como base que los actos de 

autoridad gozan de una presunción de validez que debe ser 

derrotada o destruida.8

8 Véase la jurisprudencia  I.2o.A.6, del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, de rubro y texto siguiente: “MULTAS. ARBITRIO DE LAS AUTORIDADES PARA 
IMPONERLAS ENTRE EL MINIMO Y EL MAXIMO PERMITIDO POR LA LEY. DEBE RAZONARSE. 
Las autoridades administrativas pueden cuantificar las multas que correspondan a infracciones 
cometidas y, al hacerlo, gozan de plena autonomía para fijar el monto que su amplio arbitrio estime justo 
dentro de los límites señalados en la ley; empero, al determinar la sanción, deben expresar 
pormenorizadamente los motivos que tengan para fijar la cuantía de la multa, para lo cual hay que 
atender a las peculiaridades del caso y a los hechos generadores de la infracción, y especificar cómo 
influyeron en su ánimo para detener dicho arbitrio en cierto punto entre el mínimo y el máximo en que 
oscila la multa permitida en la ley.”

Así como la jurisprudencia VI.3o.A. J/20, del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito, de contenido siguiente: “MULTAS. INDIVIDUALIZACIÓN DE SU MONTO. Basta que el 
precepto legal en que se establezca una multa señale un mínimo y un máximo de la sanción, para que 
dentro de esos parámetros el aplicador la gradúe atendiendo a la gravedad de la infracción, la 
capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que puede inferirse la 
levedad o la gravedad del hecho infractor, sin que sea necesario que en el texto mismo de la ley se 
aluda a tales lineamientos, pues precisamente al concederse ese margen de acción, el legislador está 
permitiendo el uso del arbitrio individualizador, que para no ser arbitrario debe regirse por factores que 
permitan graduar el monto de la multa, y que serán los que rodean tanto al infractor como al hecho 
sancionable.”

Y la tesis  I.4o.A.176 A (10a.), del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, que reza: “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARÁMETROS DE LA 
DISCRECIONALIDAD PARA FIJAR EL MONTO DE LAS MULTAS RELATIVAS, EN RELACIÓN CON 
LA PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS Y LA APLICACIÓN DEL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. La finalidad del derecho administrativo sancionador es 
satisfacer, de la mejor manera, los intereses generales, incluyendo como objetivo fundamental obtener 
la regularidad en la conducta de los gobernados, de acuerdo con la normativa que protege y fomenta 
determinados bienes públicos, para alcanzar los fines que establece como situaciones deseables. Lo 
anterior dentro de un margen donde concurren facultades regladas y de arbitrio, sujetas al principio de 
proporcionalidad, lo que determina que las sanciones deben ser adecuadas, necesarias y 
proporcionales al propósito perseguido, a la importancia de los valores involucrados y a la repercusión 
de la conducta que pretende normarse. En ese contexto, como un factor esencial para acatar la 
obligación que recae sobre la autoridad de fundar y motivar sus decisiones, ésta debe explicitar el 
parámetro conforme al cual habrán de imponerse las sanciones económicas. Así, el que la autoridad 
goce de un margen de discrecionalidad para fijar el monto de las multas entre los límites previstos en la 
norma, no supone un actuar arbitrario, sino que debe ser una decisión suficientemente justificada, con 
arreglo a parámetros claros y que pondere las circunstancias concurrentes, para encontrar el punto de 
equilibrio entre los hechos imputados como faltas o infracciones, la responsabilidad exigida y los 
propósitos disuasorios; de ahí que cuando la norma habilitante en derecho administrativo sancionador 
da pauta para amplias elecciones del operador, aunado a la presunción de legalidad de los actos 
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Cabe destacar que, al resolver la contradicción de tesis 

94/2000-SS9, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, en lo que aquí ocupa, sostuvo que la garantía de 

fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea 

de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que 

facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de 

molestia de que se trate.

Lo que, dijo, atiende al valor jurídicamente protegido por la 

exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y 

seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades 

que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la 

prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los 

requisitos legales necesarios. 

En congruencia con lo anterior, continuó, para estimar 

satisfecha la garantía de la debida fundamentación, los actos 

administrativos deben contener las disposiciones legales, 
acuerdo o decreto y, en caso de que estas normas incluyan 

diversos supuestos, precisar con claridad y detalle, el apartado, 
la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya 
su actuación.

Esto es así, afirmó, porque no es permisible abrigar a la luz 
de la garantía en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya 

que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta 

individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis 

jurídica en que se ubique el gobernado, por razones de seguridad 

administrativos y a la aplicación del principio aludido, conlleva también una completa, adecuada y 
precisa motivación que razonablemente dé cuenta del arbitrio ejercido. Lo anterior, sin caer en una 
exigencia irrazonable o excesiva hacia la autoridad de motivar, más allá de lo indispensable, para 
permitir cuestionamientos básicos y no exagerados, sino pertinentes al caso concreto, señalando el 
porqué de la sanción impuesta, tomando como base que los actos de autoridad gozan de una 
presunción de validez que debe ser derrotada o destruida, no sólo objetada sin argumentos suficientes.”

9 Criterio que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 57/2001, de rubro: “COMPETENCIA DE LAS 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO 
DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE 
LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y 
SUBINCISO.”
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jurídica.

En este caso, la amonestación impugnada no se 
encuentra ajustada a los parámetros apuntados.

En efecto, en la determinación de veinticuatro de abril de 

dos mil veinticuatro, el Pleno del Instituto responsable calificó 

como incumplida la resolución final dictada en el recurso de 

revisión  ********* y, como consecuencia, dijo que procedía 

imponer amonestación pública a *** ******** ********* *******, 

como titular de la Unidad de Transparencia y Acceso a la 

Información de Servicios de Salud Jalisco.

La responsable señaló que tal sanción procedía en virtud de 

que no se había acreditado, mediante el informe correspondiente, 

que se hubiere cumplido con la resolución definitiva.

Agregó que el carácter de titular de la Unidad de 

Transparencia del Sujeto Obligado se le atribuía a  *** ******** 

********* ******* , por así aparecer en el padrón de sujetos 

obligados publicado en la página oficial de Servicios de Salud 

Jalisco. 

Y, como fundamento de aquella actuación, la responsable 

invocó la fracción X del artículo 41 y el punto 1 del artículo 103 de 

la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Jalisco y sus Municipios, relacionados con los artículos 

69 y 114 del Reglamento de esa Ley.

Ahora, analizados que fueron las disposiciones jurídicas 

invocadas por la autoridad responsable, se advierte que, si bien, 

prevén: la facultad del Pleno de aprobar las resoluciones de los 

recursos de revisión, de los recursos de transparencia, las 

revisiones oficiosas, así como la imposición de sanciones 

correspondientes; el procedimiento de ejecución en los recursos 

de revisión; y el tramite a seguir para calificar el cumplimiento o 

incumplimiento de la resoluciones. Ninguno de esos fundamentos 
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contempla la imposición de la amonestación pública como sanción 

para casos como el que nos ocupa.

Aunado a lo anterior, la responsable tampoco justificó como 

es que, frente a otras sanciones posibles, la amonestación pública 

resultaba idónea en el caso concreto, ni las razones de hecho y de 

derecho que, bajo su arbitrio, le llevaron a concluirlo.

Por tanto, lo conducente es conceder el amparo y la 
protección de la Justicia Federal solicitado, por lo que hace a 
la amonestación impuesta como sanción en la determinación 

de veinticuatro de abril de dos mil veinticuatro, en la que se calificó 

el incumplimiento de la resolución final dictada en el recurso de 

revisión *********.

EFECTOS

Para restituir a la parte quejosa en el pleno goce de sus 

derechos fundamentales reconocidos en el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; con 

fundamento en el artículo 77 de la Ley de Amparo, el Pleno del 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección 
de Datos Personales del Estado de Jalisco deberá:

• Dejar insubsistente la amonestación pública 
impuesta en la determinación de veinticuatro de abril de 

dos mil veinticuatro, en la que se calificó el 

incumplimiento de la resolución final dictada en el 

recurso de revisión *********.

Cabe destacar que, en esta resolución, el análisis de 

legalidad del acto reclamado derivó en su inconstitucionalidad por 

un vicio de fondo, lo que implica que el acto reclamado sea 

inconstitucional de origen; lo que impide a la autoridad 

responsable su reiteración, tal como lo indica el artículo 124, de la 

Ley de Amparo.
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Motivo por el cual, la responsable no podrá subsanar el vicio 

en el que incurrió; sin que ello implique que en lo subsecuente no 

puedan ejercer las actividades y facultades que les 

corresponden.10  

Séptima. Supresión de datos personales. En atención a 

que la presente sentencia contiene datos personales de las partes, 

la publicación de esta resolución se hará con supresión ese tipo 

de información, de conformidad con el apartado A de la fracción II 
del artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y el artículo 113 de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública.

RESOLUCIÓN

Por lo expuesto, se resuelve lo siguiente:

Primero. Se sobresee en el presente juicio promovido por la 

****** ** ************* * ****** * ** 
*********** *** ********* ******* ***************, por las razones expuestas 

en la tercera consideración de esta sentencia.

Segundo. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la 
****** ** ************* * ****** * ** 
*********** *** ********* ******* ***************, de conformidad con lo 

precisado en la primera parte de la sexta consideración de esta 

sentencia.

Tercero. La Justicia de la Unión ampara y protege a la 
****** ** ************* * ****** * ** 
*********** *** ********* ******* ***************, en los términos y para los 

10 Véase la jurisprudencia 2a./J. 23/2015 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, intitulada: "ACTOS MATERIALMENTE ADMINISTRATIVOS. EL SUPUESTO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 124, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, SÓLO SE 
ACTUALIZA RESPECTO DE LOS EMITIDOS EN FORMA UNILATERAL”
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efectos precisados en la segunda parte de la sexta consideración 

de esta sentencia.

Cuarto. Conforme a la última consideración, publíquese esta 

resolución con supresión de datos personales.

Notifíquese como legalmente corresponda.

Lo resolvió Luis Alberto Márquez Pedroza, Juez Séptimo 

de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco, en conjunto 

con Martha Yolanda Valdés Castro, secretaria que autoriza y da 

fe, el veinticinco de noviembre de dos mil veinticuatro, en que 

lo permitieron las labores de este juzgado.

3995, 3996, 3997, 3998, 3999, 4000, 4001, 4002 y 4003
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en términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás conducentes
en lo relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra  en el
ordenamiento mencionado. Conste.


